SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°068
RADICACIÓN: 66001310900720190004701
ACCIONANTE: MIRIAM QUINTERO DE ZAPATA
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / NO ES RAZÓN VÁLIDA PARA NEGARLA EL HABERLE RECONOCIDO AL INTERESADO INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE VEJEZ.
… la señora MIRIAM QUINTERO concurre ante el juez constitucional con el fin de buscar la salvaguarda de los derechos que estima quebrantados por COLPENSIONES, en cuanto le ha negado la posibilidad de ser valorada para determinar el grado de pérdida de su capacidad laboral a raíz de que ya recibió una indemnización sustitutiva por pensión de vejez.

Como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional, la calificación de la disminución de capacidad de trabajo ha sido considerada: ”como un derecho que tiene toda persona, el cual cobra gran importancia al constituir el medio para acceder a la garantía y protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital, en la medida que permite establecer a qué tipo de prestaciones tiene derecho quien es afectado por una enfermedad o accidente, producido con ocasión o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de origen común”.
En efecto, la tutelante ya percibió unos recursos económicos como indemnización sustitutiva, como bien lo reconoce su apoderado, a los que tenía derecho por no reunir el número mínimo de semanas cotizadas y cumplir la edad para acceder a la pensión de vejez; así mismo, por haber declarado su imposibilidad de continuar con el pago de cotizaciones al Sistema General de Pensiones, y con posterioridad a dicho reconocimiento hizo la solicitud ante COLPENSIONES para ser valorada y determinar PCL, y de esa manera poder acceder a una pensión de invalidez. 

Es claro, como así lo refirió el a quo en su proveído, que la Corte Constitucional en la Sentencia T-002/017 ha interpretado que la incompatibilidad de esas prestaciones no significa que a una persona que ya se le reconoció el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, no pueda volvérsele a examinar el derecho a una pensión que cubra de manera más amplia las contingencias de la discapacidad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintidós (22) de julio de dos mil diecinueve (2019)
                                                                            Acta  de  Aprobación  N°644
                                                          Hora: 09:00 a.m
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Directora de Medicina Laboral de COLPENSIONES, frente al fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con ocasión de la acción de tutela interpuesta por la señora MIRIAM QUINTERO DE ZAPATA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la ciudadana QUINTERO DE ZAPATA, se puede concretar así: (i) inició sus cotizaciones al sistema general de pensiones administrado por el extinto ISS hoy COLPENSIONES, a partir de mayo 12 de 1981 y hasta febrero 28 de 2015; (ii) acredita a la fecha 844.14 semanas cotizadas por haber laborado como trabajadora dependiente e independiente; (iii) COLPENSIONES mediante resolución GNR 345414 de noviembre 03 de 2015 reconoció una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez en cuantía de $1.461.703; (iv) en octubre 11 de 2018 presentó solicitud de pérdida de capacidad laboral; (v) el fondo de pensiones mediante oficio BZ_2018_129120961-3925070 de diciembre 26 de 2018 solicitó que aportara copia de la historia clínica completa y actualizada, la cual se presentó en febrero 20 de 2019, y solicitó asignar cita para la valoración; (vi) la entidad en abril 01 de 2019 rechazó la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral con fundamento en el artículo 10 del Decreto 917/99; (vii) sin embargo, la anterior norma no impide que COLPENSIONES realice la calificación de PCL, y así lo dijo la Corte Constitucional en la sentencia T-656/17, toda vez que señaló que no existe incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez con la pensión de invalidez; (viii) con la indemnización sustitutiva reconocida se protegió la contingencia de vejez, lo que no ocurrió con la contingencia de invalidez; (ix) actualmente no labora y no percibe ningún emolumento económico, no tiene bienes de fortuna, ni recibe subsidios del Estado; (x) padece hipertensión arterial, diabetes, enfermedad cerebro vascular y trastorno depresivo recurrente, las cuales son consideradas como enfermedades progresivas y crónicas; y (xi) es una persona de especial protección constitucional como quiera que cuenta con 68 años de edad, por tanto, se encuentra en un estado de indefensión y necesidad.
En virtud de lo anterior solicita el amparo de los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, mínimo vital, salud, debido proceso y seguridad social, y se ordene a COLPENSIONES fijar fecha y hora para la valoración de la PCL.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

La actuación fue repartida al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que procedió a admitir la acción y corrió el respectivo traslado a la accionada, quien guardó silencio.
El a quo mediante decisión de mayo 27 de 2019 concedió el amparo de los derechos fundamentales reclamados por la accionante, y ordenó a COLPENSIONES que en el término de un mes contado a partir de la sentencia, proceda a adelantar todos los trámites pertinentes para que la señora MIRIAM QUINTERO DE ZAPATA sea calificada por pérdida de capacidad laboral, tiempo durante el cual la entidad debe emitir el respectivo dictamen. Argumentó que la Corte Constitucional en la sentencia T-002/17 indicó que el pago de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez no impide que una persona pueda examinarse nuevamente a fin de reconocerle la pensión de invalidez. 
4.- IMPUGNACIÓN

La Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES demostró su inconformidad, y señaló que la accionante no agotó los recursos y mecanismos legales ofrecidos en sede administrativa.
El agotamiento de la vía gubernativa consiste en la necesidad de usar los recursos legales para poder impugnar los actos administrativos, y su finalidad es que la administración tenga la oportunidad de revisar sus propias decisiones con el objeto de que pueda revocarlas, modificarlas o aclararlas, esto es, que las autoridades administrativas puedan rectificar sus propios errores, antes de que sean objeto de un proceso judicial.

El artículo 86 C.N. establece que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo en los casos en los casos en que sea interpuesta como mecanismo transitorio para evitar la configuración de un perjuicio irremediable.

El artículo 31 de la ley 100/93 dispuso que quedan excluidas del seguro de invalidez, vejez y muerte, las personas que hubieren recibido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.

Solicita en consecuencia se declare improcedente la acción de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y al mínimo vital de la señora MIRIAM QUINTERO DE ZAPATA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola.

5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Sea lo primero decir, en cuanto a la solicitud de COLPENSIONES para que se decrete la improcedencia de la acción de tutela, con el argumento que la accionante no agotó la vía gubernativa, esta Corporación no comparte dicha postura por cuanto existió una omisión por parte de la Administradora del Fondo de Pensiones de informar a la señora MIRIAM QUINTEROS los recursos que procedían contra la decisión de no realizar la valoración para determinar la pérdida de capacidad laboral, y esa circunstancia por si sola permite concluir que sí se agotó dicho procedimiento. Precisamente sobre este tema la Corte Constitucional en sentencia T-317/14:

“Por todo lo anterior, se evidencia que desde una interpretación sistemática de la Ley 1437 de 2011 (vigente en el momento de los hechos), es posible inferir que la consecuencia jurídica que se deriva de la omisión de la administración de hacer mención a los recursos que proceden en contra de una determinada actuación administrativa, es la facultad que se radica en cabeza de la persona afectada con el acto administrativo en cuestión, para acudir directamente a debatirlo ante la jurisdicción contencioso administrativa, sin verse obligada a cumplir con el requisito de agotar con los recursos de vía gubernativa. Esto, pues el legislador consideró desproporcionado exigirle a una persona el ejercicio de los procedimientos que no se le informó tenía a su disposición”. –negrillas excluidas-.
En este asunto se aprecia que la señora MIRIAM QUINTERO concurre ante el juez constitucional con el fin de buscar la salvaguarda de los derechos que estima quebrantados por COLPENSIONES, en cuanto le ha negado la posibilidad de ser valorada para determinar el grado de pérdida de su capacidad laboral a raíz de que ya recibió una indemnización sustitutiva por pensión de vejez.

Como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional, la calificación de la disminución de capacidad de trabajo ha sido considerada: ”como un derecho que tiene toda persona, el cual cobra gran importancia al constituir el medio para acceder a la garantía y protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital, en la medida que permite establecer a qué tipo de prestaciones tiene derecho quien es afectado por una enfermedad o accidente, producido con ocasión o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de origen común” 
. 
En efecto, la tutelante ya percibió unos recursos económicos como indemnización sustitutiva, como bien lo reconoce su apoderado, a los que tenía derecho por no reunir el número mínimo de semanas cotizadas y cumplir la edad para acceder a la pensión de vejez; así mismo, por haber declarado su imposibilidad de continuar con el pago de cotizaciones al Sistema General de Pensiones, y con posterioridad a dicho reconocimiento hizo la solicitud ante COLPENSIONES para ser valorada y determinar PCL, y de esa manera poder acceder a una pensión de invalidez. 

Es claro, como así lo refirió el a quo en su proveído, que la Corte Constitucional en la Sentencia T-002/017 ha interpretado que la incompatibilidad de esas prestaciones no significa que a una persona que ya se le reconoció el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, no pueda volvérsele a examinar el derecho a una pensión que cubra de manera más amplia las contingencias de la discapacidad.
En la Sentencia T-728/17 ese mismo órgano de cierre reiteró esa posición, y al respecto dijo: 
 
“[…] De tal forma, la Corte sostuvo que el otorgamiento previo de una indemnización sustitutiva al accionante, no representaba un impedimento para que Colpensiones reconociera su derecho a la pensión de invalidez, pues resultaba posible efectuar un “descuento” o “compensación” entre las prestaciones sociales. En tal sentido, afirmó:

 

“No olvida la Sala que, el 1º de enero de 2000, a través de la Resolución número 2381, Colpensiones reconoció al señor Ricardo César Fontalvo Mejía una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, con base en las 525 semanas de cotización, por valor de $3.302.182. Sobre este punto, ordenará a la referida entidad, que descuente del pago de las mesadas pensionales al actor, lo pagado previamente por concepto de la indemnización sustitutiva.

 

Lo que precede, atendiendo a lo establecido por la jurisprudencia de este Tribunal, de conformidad con lo cual, no es posible acceder a la pensión y a la indemnización sustitutiva por la misma causa, como se mencionó en la parte considerativa de esta providencia, aunque si después de concedida la indemnización, se establece que tiene derecho a la pensión, procede la compensación.”

 

[…]

 

Además, indicó que la posibilidad de realizar una “deducción” o “compensación” entre la indemnización sustitutiva y la pensión de invalidez, garantiza la sostenibilidad financiera del sistema, así como el régimen de incompatibilidades. En tal sentido, sostuvo:

 

“De otra parte, cabe precisar que un eventual reconocimiento de la pensión de invalidez al accionante no afectaría la sostenibilidad financiera del sistema, pues existen mecanismos para que pueda deducirse de las mesadas lo pagado por concepto de indemnización sustitutiva, y así asegurar que los aportes del actor financien solamente una prestación. De esta forma, se cumpliría con el objetivo del mandato de incompatibilidad de las prestaciones y con el respeto a los derechos adquiridos y el carácter irrenunciable de la seguridad social.

 

En diferentes oportunidades la Corte ha utilizado este mecanismo para armonizar los postulados descritos, autorizando a la demandada, por ejemplo, para que descuente lo pagado por indemnización sustitutiva de las mesadas pensionales, sin que se afecte el derecho al mínimo vital.”  

 

Adicionalmente, las Sentencias T-656 de 2016, T-065 de 2016, T-861 de 2014, T-228 de 2014, T-937 de 2013 y T-145 de 2008, entre otras, resultan ilustrativas respecto a la posibilidad de conceder una pensión a quién ha recibido previamente una indemnización sustitutiva. 

 

En consecuencia, se concluye que la jurisprudencia constitucional ha considerado que la incompatibilidad de las prestaciones sociales, no justifica el desconocimiento del derecho pensional de quien ha cumplido los requisitos legales para acceder a una prestación mejor.



 

Por lo tanto, si el solicitante de una pensión de invalidez recibió previamente una indemnización sustitutiva, puede acceder a la prestación que cubra de manera más amplia las contingencias de su discapacidad, si se descuenta de ésta el valor recibido a título de indemnización.

 

De tal forma, se impide que un afiliado reciba dos erogaciones incompatibles por parte del Sistema de Seguridad Social y, a la vez, se salvaguarda el principio de favorabilidad laboral establecido en el artículo 53 Superior, según el cual, debe priorizarse la “situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho.” –Negrilla de la Sala-

En esas condiciones, es evidente que la actuación de COLPENSIONES sí constituye una flagrante vulneración de los derechos fundamentales de la accionante, y un desconocimiento del precedente que la Corte Constitucional ha emitido al respecto, porque es claro que el haber recibido la indemnización sustitutiva por vejez, no es óbice para llegar a ostentar el derecho a obtener su pensión de invalidez de cumplir las exigencias para ello, y con antelación a adoptarse una decisión en tal sentido, necesariamente debe efectuarse examen por parte de medicina laboral para determinar el grado de reducción de su capacidad de trabajo, misma que a la fecha no ha sido posible realizar ante la negativa de COLPENSIONES.

Así las cosas, considera la Sala que la decisión adoptada por la primera instancia se encuentra ajustada a derecho y debe confirmarse, porque en efecto por parte del fondo de pensiones debe realizarse la valoración para corroborar el grado de pérdida de su capacidad para trabajar, para ahí sí, con fundamento en esta y de otorgársele un porcentaje de merma superior al 50%, solicitar su pensión de invalidez, la cual deberá ser estudiada de acuerdo con los postulados legales y constitucionales.

Por último, y en caso de que se llegue a determinar que la señora MIRIAM QUINTERO tiene derecho a una pensión de invalidez, COLPENSIONES compensará el valor que ya le fue entregado a la accionante por concepto de la indemnización sustitutiva. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA  la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) objeto de impugnación. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sentencia T-056/14. 
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